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«Como indudable expresión del equilibrio de partes acusadora y acusada y
de la igualdad de armas que entre las mismas ha de existir en el sistema
procesal adversarial, el artículo 340 de la Ley 906 de 2004 dispone que “de
existir un número plural de víctimas, el juez podrá determinar igual número
de representantes al de defensores para que intervengan en el transcurso del
juicio oral”.

Tal norma fue hallada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-
516 de 2007 bajo el entendido de que “la potestad que se confiere al juez de
limitar  el número de apoderados de las víctimas a un umbral que no podrá
exceder al de defensores, promueve finalidades que son legítimas como la de
asegurar la eficacia del procedimiento, y establecer un equilibrio entre la
acusación y la defensa compatible con el componente adversarial del sistema
acusatorio que se proyecta en el juicio oral.

…

El derecho de intervención de las víctimas no se ve drásticamente afectado
puesto que, como se advierte,  pueden canalizar su derecho de intervención en
el juicio no solamente a través de una vocería conjunta, sino mediante la
intervención del propio Fiscal, tal como lo ha señalado la Corte en anteriores
oportunidades, refiriéndose al aspecto probatorio y de argumentación. […]

[…]

Así las cosas, encuentra la Corte que la medida que se analiza no grava de
manera desproporcionada el interés de la víctima de intervenir de manera
efectiva en el juicio oral; por el contrario, ella resulta compatible con los rasgos
del sistema adversarial que se proyectan de manera preponderante en esta
etapa del proceso en donde la intervención de la víctima se canaliza (para
efectos de la contradicción de la prueba y de la presentación de la teoría del
caso) a través del fiscal.  La ley prevé la posibilidad de que el representante
de la víctima presente directamente los alegatos finales (Art. 443), momento
en el que operará el umbral de intervención numérica a que se refiere el



precepto examinado. Esta medida resulta razonable, en cuanto promueve un
desarrollo equilibrado y eficiente del juicio, sin que a la vez genere una
intolerable restricción de los derechos de las víctimas que se encuentran
garantizados, mediante sus aportes previos  para la construcción del caso, la
intervención del fiscal, y la vocería concertada de las víctimas en el juicio
oral”.

Luego, bajo dichas condiciones resulta innegable la comisión de la
irregularidad denunciada por el censor habida cuenta que se permitió la
intervención de un número mayor de apoderados de víctimas, frente a un
defensor común de los tres procesados, lo cual no implica automáticamente
la invalidez de lo actuado, cuando nuevamente incurre el libelista en grave
omisión sobre la acreditación de su trascendencia en el sentido del fallo o
más específicamente en el derecho de defensa de los acusados.

Más allá de haber denunciado tal anomalía, no demostró el casacionista de
qué manera se afectó el derecho de defensa de los acusados, o de qué modo
el mayor número de apoderados de víctimas en relación con los defensores
incidió en el sentido de la sentencia impugnada o de qué forma habría
impactado en el evento de no haberse cometido aquella.

[…]

En ese orden y según lo señala la Delegada de la Fiscalía, la censura se
queda en un discurso puramente formal sobre las preguntas y el número
de intervenciones que el juez permitió hacer a dichos apoderados, pero no
se acredita que las mayores garantías otorgadas a las víctimas se haya
traducido de una manera real y efectiva en afectación de la defensa del
acusado o en las resultas del juicio.

No se acredita que la permisión del juez hubiera afectado o alterado el
equilibrio procesal o las garantías de defensa incidiendo ilegítimamente en
el resultado adverso a los procesados; el cargo se funda en una referencia
numérica de preguntas e intervención de las partes sin que se evidencie
garantismo pro-víctima y consecuencial ausencia del equilibrio en
detrimento del reo.

De igual modo, según el Ministerio Público, si bien existe un error de
estructura éste no alcanza a ser de la trascendencia suficiente para
invalidar la actuación, ya que ante la intervención de los dos apoderados,
el defensor que lo hizo posteriormente tuvo plena oportunidad para
controvertir los argumentos y responder las alegaciones de ambos, siendo
la disparidad sólo numérica».
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